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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la señora ANGIE ALEJANDRA ESCOBAR PÉREZ, contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad el 19 de abril del presente año, mediante el cual decidió no tutelar los derechos fundamentales al debido proceso y a la educación invocados por ella. 
ANTECEDENTES:

La joven Angie Alejandra Escobar Pérez interpuso acción de tutela en contra del Servicio Nacional de Aprendizaje –en adelante SENA-, al considerar vulnerado su derecho fundamental a la educación, con base en los hechos que a continuación se relacionan: 

1. Es aprendiz del SENA desde el 11 de julio de 2016. 

2. En el mes de noviembre de 2016 faltó a la institución durante cinco días (del 21 al 25 de noviembre), ello debido a que por asuntos personales delicados, se vio en la necesidad de incrementar el trabajo para suplir el sustento del hogar, dado que con antelación el único apoyo económico era generado por su señora madre, circunstancia que había cambiado por esos días.
2. Para las fechas en que tuvo que trabajar con mayor intensidad adquirió una enfermedad en la columna vertebral llamada “escoliosis”, para la cual se le otorgaron cuatro días de incapacidad (del 22 al 25 de noviembre). 

3. En la primera semana de diciembre le entregó las excusas a los docentes Jhon Jairo López y María Estela Gómez Ayala, sin embargo, el primero optó por recibirlas pero indicó que no las aceptaba porque debían ser excusas de la EPS, mientras que la segunda las recibió sin ningún reparo. Posteriormente le solicitó las excusas al docente López para que la EPS los validara, y una vez logró tal certificación buscó al mencionado instructor en la segunda semana de diciembre para entregarle las excusas, pero éste se encontraba en un viaje laboral del SENA. 

4. Según Resolución No. 66-9308-102 del 9 de diciembre le notifican que debe sustentar plenamente el incumplimiento de los días que no se presentó a la formación, indicándole que debía ser dentro de los cinco días hábiles siguientes a la entrega de esa información; no obstante, el documento no fue entregado en su domicilio, sino en el de su vecina, pues existió un error de digitación de la dirección ya que ella vive en la Mz 3 Cs 4 del barrio los Olivos, Campestre D, y fue entregada en la Mz 4 Cs 4. 
5. Su vecina recibió la notificación el 13 de diciembre y sólo se lo entregó el 21 de diciembre, cuando ya había vencido el término para enviar los soportes requeridos, por lo tanto, redactó una carta en ese momento en la que adjuntó las respectivas excusas, y las entregó en la oficina del radicador. 

6. Posteriormente continuó el curso normal de sus estudios, y fue sorprendida en el mes de enero de este año con un correo electrónico de fecha 29 de diciembre en el cual se le informaba que por medio de la Resolución 003637 del 22 de diciembre de 2016 el SENA cancelaba su matrícula por deserción; por lo tanto, interpuso recurso de reposición el 20 de enero de 2017, el cual fue resuelto desfavorablemente. 
Persistiendo en su interés por continuar sus estudios, siguió asistiendo a clases hasta que el 23 de febrero le indicaron que aparecía plenamente cancelada. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación el 30 de marzo del presente año, y corrió traslado a la parte accionada en la forma indicada en la ley. 
Posteriormente, al realizar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante sentencia proferida el día 19 de abril no tutelar los derechos fundamentales al debido proceso y a la educación reclamados por Angie Alejandra Escobar Pérez, al encontrar que no existió vulneración de sus derechos fundamentales por parte del SENA, ya que esa Institución adelantó el correspondiente procedimiento administrativo para que ella pudiera explicar las causas que originaron su inasistencia al programa académico que estaba cursando, sin haber obtenido respuesta, además se estableció que dicho procedimiento respetó las garantías fundamentales del accionante en su trámite.    
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN

Una vez enterada de la decisión de instancia, la accionante, allegó un memorial el 26 de abril mediante el cual manifestó su inconformidad con la determinación de la Juez cognoscente, pues considera que no se examinaron sus argumentos acerca de la conducta omisiva asumida por el SENA. 
Señala que su derecho al debido proceso fue violado por esa Institución y los docentes encargados no entregaron en su momento las incapacidades que anexó por su inasistencia a clase. Tampoco se le hizo una debida notificación sobre la cancelación de su matrícula pues no le informaron el plazo que tenía para ejercer su defensa. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA
1. Competencia: 
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema Jurídico: 

Le corresponde determinar a la Sala si la entidad accionada ha vulnerado efectivamente el derecho fundamental a la educación de la accionante, o si por el contrario su actuar estuvo ajustado a derecho y por tanto se debe confirmar el fallo de primer nivel.

Solución: 

De acuerdo con la Carta Política, Colombia es un Estado social y democrático de derecho, lo que se traduce en la concepción humanista del Estado que procura la promoción y mantenimiento de unas condiciones mínimas de existencia de los asociados, acordes con la dignidad de la persona, por ello, el reconocimiento de la primacía de las garantías inalienables del ser humano y el establecimiento de mecanismos efectivos para su protección.

La tutela es un instrumento confiado por la Carta Política en su artículo 86 a los Jueces cuya justificación se contrae a brindar a quien la reclama la posibilidad de acudir, sin mayores requerimientos, a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales que estima han sido birlados por la acción u omisión de una autoridad pública, o de los particulares de manera excepcional, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución Política colombiana. 

Sobre la procedibilidad de la tutela:

El artículo 86 constitucional indica que la acción de tutela sólo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”; en consonancia con ello el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 indica que son causales de improcedencia de la acción de tutela, las siguientes: 

 “ARTICULO 6o. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA. La acción de tutela no procederá:

1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante.

2. Cuando para proteger el derecho se pueda invocar el recurso de habeas corpus.

3. Cuando se pretenda proteger derechos colectivos, tales como la paz y los demás mencionados en el artículo 88 de la Constitución Política. Lo anterior no obsta, para que el titular solicite la tutela de sus derechos amenazados o violados en situaciones que comprometan intereses o derechos colectivos siempre que se trate de impedir un perjuicio irremediable.

4. Cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, salvo cuando continúe la acción u omisión violatoria del derecho.

5. Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto.”

Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia es la verificación de que al accionante le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de los derechos fundamentales, toda vez que el legislador estableció que este tipo de asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto; por tanto a la tutela se debe acudir como último recurso o como el primero pero de manera transitoria y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio irremediable. 
Sobre la improcedencia de la acción de tutela contra actos administrativos:
La Corte Constitucional se ha pronunciado de forma reiterada acerca de la improcedencia general de la acción de tutela, cuando con la misma se pretenden cuestionar actos administrativos, toda vez que en concordancia con la subsidiariedad de la que se habló atrás, en contra de este tipo de actuaciones existen en la jurisdicción contencioso administrativa otras acciones en las cuales se puede hacer un ejercicio de control frente a las mismas, como la acción de nulidad y restablecimiento del derecho dentro de la cual existe incluso la posibilidad de solicitar la suspensión de los efectos de los actos administrativos que en esta oportunidad cuestiona. Así lo sostuvo esa Corporación, por ejemplo en la Sentencia T-030 de 2015: 
“En este sentido, la Corte ha expuesto que conforme al carácter residual de la tutela, no es, en principio, este mecanismo el medio adecuado para controvertir las actuaciones administrativas, puesto que para ello están previstas las acciones ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. En ese escenario, la acción de tutela cabría como mecanismo transitorio de protección de los derechos fundamentales cuando quiera que esperar a la respuesta de la jurisdicción contenciosa administrativa pudiese dar lugar a un perjuicio irremediable. Al respecto se ha establecido: 
 
“La Corte concluye (i) que por regla general, la acción de tutela es improcedente como mecanismo principal para la protección de derechos fundamentales que resulten amenazados o vulnerados con ocasión de la expedición de actos administrativos, como quiera que existen otros mecanismos tanto administrativos como judiciales para su defensa; (ii) que procede la acción de tutela como mecanismo transitorio contra las actuaciones administrativas cuando se pretenda evitar la configuración de un perjuicio irremediable; y (iii) que solamente en estos casos el juez de tutela podrá suspender la aplicación del acto administrativo (artículo 7 del Decreto 2591 de 1991) u ordenar que el mismo no se aplique (artículo 8 del Decreto 2591 de 1991) mientras se surte el proceso respectivo ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo.”[5]
(…)

Sentado lo anterior, corresponde aclarar aquellos eventos que la jurisprudencia constitucional ha determinado como perjuicio irremediable[11]. En relación a este tema, esta Corporación ha explicado que tal concepto “está circunscrito al grave e inminente detrimento de un derecho fundamental, que deba ser contrarrestado con medidas urgentes, de aplicación inmediata e impostergables, para neutralizar, cuando ello sea posible, la violación del derecho.”[12]. En este sentido, la jurisprudencia constitucional ha elaborado varios criterios para determinar su existencia que se resumen en la inminencia, la gravedad, la urgencia y la impostergabilidad de la intervención[13]:
 
“la inminencia,  que exige medidas inmediatas, la urgencia que tiene el sujeto de derecho por salir de ese perjuicio inminente, y la gravedad de los hechos, que hace evidente la impostergabilidad de la tutela como mecanismo necesario para la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales. La concurrencia de los elementos mencionados pone de relieve la necesidad de considerar la situación fáctica que legitima la acción de tutela, como mecanismo transitorio y como medida precautelativa para garantizar la protección de los derechos fundamentales que se lesionan o que se encuentran amenazados.”[14] 
Del caso concreto:

Dentro de la presente actuación se ha podido establecer que la pretensión de la parte accionante está encaminada a que a través de este mecanismo constitucional se ordene al SENA el reintegro de la joven Angie Alejandra Escobar Pérez a esa institución, para continuar con sus estudios académicos, ello en atención a la cancelación de su matrícula efectuada por parte de la entidad, con el argumento de no haber justificado unos días en los cuales se ausentó de las aulas de clase, razón por la cual se declaró en deserción. 
Sería del caso proceder a analizar si en efecto las entidades accionadas incurrieron en una vulneración a los derechos fundamentales que invoca la actora, sin embargo, teniendo en cuenta los requisitos de procedibilidad que se expusieron en párrafos anteriores, es evidente que para este preciso caso existen una causal de improcedencia que impide la realización de un estudio de fondo sobre el asunto.     

Como ya se explicó, el requisito de subsidiariedad o residualidad debe ser observado por el Juez previo al análisis de la solicitud de amparo constitucional, y para este preciso caso es evidente que a la accionante le asisten otros mecanismos de defensa judiciales, además, en momento alguno se demostró la existencia de un perjuicio irremediable que permita omitir dicha exigencia lo que se desprende también del parsimonioso comportamiento que asumió dentro el escenario en que se movió su situación. 

Si bien la accionante hizo referencia a dificultades de carácter personal que motivaron su inasistencia a clases, lo que se entrevé de este asunto es que sus afirmaciones son ambivalentes y contradictorias, en primer lugar hizo referencia a que por razones económicas y para lograr sufragar gastos de su hogar tuvo que incrementar su jornada de trabajo durante cinco días de noviembre, pero de esos cinco días también resultó que estuvo incapacitada cuatro; afirmó también que la notificación del oficio por medio del cual se le indicaba que debía sustentar su inasistencia a clases nunca llegó a su casa puesto que la dirección a la cual se remitió estaba errada, pero si se verifica el contenido del expediente, se tiene que la dirección consignada por ella en la ficha de matrícula es la misma a la cual se le remitió ese requerimiento, que además tiene una constancia de recibido; por otra parte, manifestó que se enteró en los primeros días de enero del acto administrativo por medio del cual se cancelaba su matrícula por deserción, pero solo interpuso recurso en contra de esa decisión el 20 de enero de 2017, lo cual no deja entrever su afán por corregir la situación que estaba presentando, pues ni siquiera haberse acercado tempranamente a las directivas de la institución a ver de qué manera podía subsanar la circunstancia presentada, mucho más cuando se percató de que el docente al que pensaba entregar las incapacidades se encontraba de viaje, lo que se traduce en que tal entrega nunca se realizó de forma oficial.  
Lo dicho hasta ahora es suficiente para llevar a esta Colegiatura a concluir que la acción de tutela resulta improcedente, como se partió diciendo inicialmente, por lo tanto no se realizará un estudio más profundo del presente asunto, por lo tanto la decisión evaluada se habrá de confirmar en el sentido de no conceder la solicitud de amparo invocada, pero por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.   
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido el 19 de abril de 2017 por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, en el sentido de negar la solicitud de amparo invocada, pero por razones de improcedencia para su estudio, de acuerdo a lo expuesto en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
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